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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

El señor José Antonio Quiroga Molinero y la señora Lourdes 

María Quiroga Molinero nos solicitan revocar la resolución emitida 

por el Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo) el 27 de 

julio de 2015. Mediante el referido dictamen, la agencia denegó su 

reclamo contra la Junta de Directores, en cuanto a que se les 

debía permitir continuar con la práctica de estacionar dos 

vehículos en el estacionamiento asignado a su apartamento, a 

pesar de que los planos y la escritura del condominio establecen 

que el estacionamiento está diseñado para un solo vehículo de 

motor. Por su parte, la Junta de Directores del Condominio Park 

Plaza presentó su alegato en oposición, mediante el cual nos 

solicita confirmar la determinación del DACo, porque sus 

determinaciones están basadas en la prueba sustancial que obra 

en el expediente administrativo, sin que los recurrentes hayan 

señalado otra prueba en récord que reduzca o menoscabe su 

razonabilidad. 
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Luego de examinar cuidadosamente la postura de ambas 

partes y el derecho aplicable resolvemos confirmar la resolución 

recurrida. A continuación un resumen del trasfondo fáctico y 

procesal del caso que fundamenta nuestra decisión. 

I. 

El 8 de septiembre de 2014 los recurrentes presentaron la 

querella que dio origen al proceso administrativo ante el DACo, en 

la que alegaron que en el 2013, por primera vez, la Junta de 

Directores del Condominio Park Plaza les informó que no podían 

utilizar el estacionamiento asignado a su apartamento para 

estacionar dos vehículos como lo había hecho en el pasado su 

padre, en vez de uno como está previsto en la escritura matriz, los 

planos y el reglamento del condominio.1  

Luego de los trámites de rigor, el 10 de febrero de 2015 se 

celebró una vista administrativa en la que los recurrentes 

prestaron su testimonio y presentaron prueba documental. Por su 

pertinencia para disponer del recurso, a continuación 

reproducimos las determinaciones de hecho emitidas por el DACo: 

1. Los querellantes son administradores judiciales del 
104 del Condominio Park Plaza, perteneciente a la 
sucesión del padre de ambos y quienes s[o]n únicos 
herederos, mediante Resolución emitida por la Jueza 
Superior Julia Garriga Trillo del Tribunal de Primera 
Instancia, Sala Superior de San Juan[,] el 24 de 
octubre de 2007. 

 
2. El Condominio Park Plaza está sometido al régimen 

de propiedad horizontal.  
 

3. Al apartamento 104 le está asignado el 
estacionamiento 104, el que queda contiguo a una 
pared y frente a la entrada del generador del edificio. 
Por la configuración del estacionamiento es necesario 
entrar en reversa.   

 

4. El estacionamiento asignado al apartamento 104 es 
un[o] sencillo, con cabida para un (1) solo 
estacionamiento. 

                                                 
1
 Además, alegaron que la Junta de Directores ubicó un contenedor de reciclaje 

en su área de estacionamiento, para así impedirles el libre uso y disfrute de ese 
estacionamiento. Ese asunto no está ante nuestra consideración, pues en 

cuanto a ese asunto el DACo le concedió el remedio a los recurrentes.  
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5. Mientras el padre de los querellantes era titular del 
apartamento en varias ocasiones, estaciona[b]a un 
segundo vehículo de motor de sus visitantes frente al 
vehículo suyo, convirtiendo de forma ilegal el 
estacionamiento en uno doble. 

 

6. Los querellantes no residen de forma permanente en 
el apartamento. El querellante reside en el estado de 
Georgia. 

 

7. El querellante viene de visita a la isla por periodos de 
meses, usualmente de mayo a septiembre y en 
diciembre y marzo. 

 

8. Entre 2007 a 2013 el vehículo de motor [del] padre de 
los querellantes estuvo estacionado en el espacio que 
le corresponde al apartamento 104 hasta que lo 
vendieron en el 2013. 

 

9. Luego de que los querellantes advinieron titulares del 
apartamento 104, en el verano del 2014, la Junta de 
Directores por conducto del guardia de seguridad, les 
indicó que no pueden estacionar un segundo vehículo 
frente al espacio de estacionamiento designado. 

 

10. Luego de que se prohibiera a los querellantes 
estacionarse de forma doble en el espacio sencillo 
que les corresponde, la Junta de Directores colocó un 
latón para el reciclaje frente a la entrada del 
generador eléctrico y, por consiguiente, frente al 
estacionamiento del apartamento de los querellantes. 

 

11. Los querellantes enviaron varios correos electrónicos 
a la Junta de Directores informando que debido a la 
colocación del latón de reciclaje se les hacía imposible 
entrar un solo vehículo al estacionamiento. También 
reclamaron que durante años su padre, mientras era 
titular estacionó más de un vehículo en el 
estacionamiento, por lo que se les debía permitir 
continuar estacionando dos vehículos. 

 

12. La presidenta contestó mediante carta del 20 de junio 
de 2014 indicando que encontraron que el contenedor 
de reciclaje no estorbaba el paso de un vehículo hacia 
el estacionamiento. 

 

13. Luego de esa carta, los querellantes continuaron 
enviando correos electrónicos sin recibir respuesta 
alguna, hasta que su representante legal envió una 
carta el 3 de septiembre de 2014 y al no ser 
contestada presentaron la querella que nos ocupa el 
8 de septiembre de 2014. 

 

14. La Junta de Directores no llevó a cabo un estudio 
para determinar dónde podría ubicarse el contenedor 
del reciclaje sin que molestase a ningún titular al 
entrar o salir del estacionamiento. 

 



 
 

 
KLRA201501055 

 

4 

15. En el estacionamiento de Park Plaza hay dos (2) 
espacios de estacionamiento de más que no surgen 
del plano registrado, sino que e[n] algún momento la 
Junta de Directores alteró el estacionamiento para 
añadir dos espacios y utilizarlos exclusivamente 
para su beneficio. 

 

Luego de exponer el derecho aplicable, en particular Art. 38D 

de la Ley Núm. 104 de 25 de junio de 1958, según enmendada, 31 

L.P.R.A. sec. 1293b-4, mejor conocida como la Ley de 

Condominios, el DACo concluyó lo siguiente: 

Cuando los querellantes advinieron titulares del 
apartamento 104, luego del fallecimiento de su padre 
quien era el titular anterior, estos adquirieron el 
inmueble con los elementos comunes tal y como 
estaban. Es decir, el estacionamiento asignado al 
apartamento 104 tiene cabida para un solo vehículo de 
motor y ese es el número de carros que pueden estar en 
ese espacio, no más. La Junta de Directores actuó 
contra el nuevo titular del apartamento 104 no con 
quien por más de 20 años estuvo estacionando dos 
vehículos ahí. Aun si el titular anterior era el padre de 
los querellantes, es un titular diferente y la adquisición 
de los elementos para el nuevo titular se basa en el 
artículo antes citado. Porque al titular anterior se le 
permitiese estacionar otro vehículo frente al suyo 
y no se le hiciera un señalamiento, no significa 

que al nuevo titular, quien para efectos de la ley 
llegar nuevo a la comunidad y por consiguiente 

tiene que aceptar las áreas tal y como las 
delimita la ley, la escritura matriz y el 
reglamento. Los querellantes no pueden en este caso, 

intentar subrogarse en la posición de su padre para 
alegar que por el paso del tiempo se les debe permitir 
continuar con la práctica de estacionar dos vehículos 
donde por los planos del condominio y la escritura, va 
uno solo. 
 
Conforme a lo anterior, no es necesario que mediase 
queja alguna de otro titular; el deber de la Junta de 
Directores es velar por el uso correcto de los elementos 
comunes, precisamente con el ánimo de evitar que un 
titular pueda hacer un señalamiento en contrario. 
Esperar que un titular se queje para entonces actuar 
sería una falta de debida diligencia por parte de la 
Junta de Directores en el desempeño de las 
obligaciones impuestas por la Ley de Condominios. Por 
tal razón la Junta de Directores actuó correctamente al 
indicarles a los querellantes que no es permitido 
estacionar dos vehículos de motor en el espacio de 
estacionamiento que les corresponde y que es para un 
solo vehículo. 
 
En uno de los correos electrónicos enviado a la Junta de 
Directores, los querellantes indican que han sido 
propietarios del Condominio Park Plaza por más de 
treinta años y que por consiguiente, han estado 
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estacionando sus vehículos de esta forma. Lo anterior 
no es correcto toda vez que los querellantes no eran 
titulares y propietarios hasta el año 2007. Quien era 
propietario anteriormente era su padre y, una vez 
advinieron titulares del apartamento 104 aceptaron las 
áreas comunes en el estado en que se encontraban y el 
estacionamiento comunal del apartamento 104 tiene 
cabida para un (1) solo vehículo de motor. 
 
Debido a todo lo anterior, actuó correctamente la Junta 
de Directores al prohibirles a los titulares del 
apartamento 104 que estacionen más de un vehículo de 
motor en su espacio de estacionamiento, que es para un 
(1) vehículo.2 

 

Tras una infructuosa solicitud de reconsideración, los 

recurrentes presentaron el recurso de revisión de autos. Plantean 

que el DACo incidió en los siguientes errores: 

ERRÓ EL DACO AL RESOLVER QUE LOS RECURRENTES NO 

TIENEN DERECHO A EXIGIR EL DERECHO ADQUIRIDO POR SU 

PADRE DESDE EL AÑO 1978 PARA ESTACIONAR DOS (2) 
VEHÍCULOS EN EL ESTACIONAMIENTO DEL APARTAMENTO 104. 
 
ERRÓ EL DACO AL RESOLVER QUE LA DEJADEZ DE LA JUNTA DE 

DIRECTORES DEL CONDOMINIO, ASÍ COMO EL CONSEJO DE 

TITULARES, POR MÁS DE TREINTA (30) AÑOS O, COMO MÍNIMO, 
POR MÁS DE SIETE (7) AÑOS, NO CONSTITUYE UN IMPEDIMENTO 

PARA LA JUNTA DE DIRECTORES DEL CONDOMINIO PROHIBIR EL 

USO DEL ESTACIONAMIENTO DEL APARTAMENTO 104 PARA 

ESTACIONAR DOS (2) VEHÍCULOS. 
 
La teoría legal de los recurrentes consiste en que, conforme a 

la escritura matriz del condominio, el área de estacionamiento fue 

designado como un elemento común general voluntario, que según 

la ley y la jurisprudencia aplicable, permite que el mismo se 

transforme o se privatice a favor de alguno de los titulares. Por esa 

razón, entienden que no existe impedimento en ley para la 

aplicación de las doctrinas de consentimiento tácito, incuria, actos 

propios y abuso del derecho ante la impugnación de la Junta de 

Directores del Condominio del doble uso que se su padre le dio al 

estacionamiento por más de 30 años y que la Junta de Directores 

le permitió. Enfatizan que el doble uso de ese estacionamiento ha 

sido “ininterrumpido” y que durante todos esos años no hubo 

quejas de los demás titulares, por lo que la Junta está impedida 

                                                 
2 Énfasis suplido. 
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“de impugnar dicho uso en estos momentos”.3 Sostienen que 

“independientemente de la constancia de los planos del 

Condominio y de lo incluido en la escritura matriz, la realidad 

física era que se permitía el estacionamiento de dos (2) vehículos 

en ese estacionamiento” tanto antes de heredar el inmueble, como 

después.4 

Como adelantamos, la Junta de Directores del Condominio 

Park Plaza presentó su alegato en oposición, mediante el cual nos 

solicita confirmar la determinación del DACo, porque sus 

determinaciones estás basadas en la prueba sustancial que obra 

en el expediente administrativo, sin que los recurrentes hayan 

señalado otra prueba en récord que reduzca o menoscabe su 

razonabilidad. 

Nos corresponde entonces resolver si fue razonable la 

determinación de DACo al denegarles a los recurrentes el remedio 

solicitado, es decir, su protección para hacer un uso del 

estacionamiento que es contrario a las normas de convivencia 

establecidas para beneficio de todos los titulares en el régimen de 

propiedad horizontal del Condominio Park Plaza.  

II. 

Sabido es que nuestro ordenamiento jurídico autoriza a este 

Tribunal a revisar las decisiones finales que emiten las agencias 

administrativas. Véase, Art. 4.006(c) de la Ley 201—2003, según 

enmendada, mejor conocida como la Ley de la Judicatura del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2003, 4 L.P.R.A. sec. 

24y(c); Sec. 4.2 de la Ley 170—1988, según enmendada, mejor 

conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (LPAU), 3 L.P.R.A. sec. 

2172. Sin embargo, a pesar de la capacidad conferida, esta es una 

                                                 
3 Recurso de Revisión Judicial, pág. 9. 
4 Id. pág. 10. 
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limitada, debido a la deferencia que se les otorga a las decisiones 

de los organismos administrativos especializados, así como a la 

presunción de corrección y regularidad que les cobija. Véase, Com. 

Seg. v. Real Legacy Assurance, 179 D.P.R. 692 (2010); Borschow 

Hosp. v. Jta. de Planificación, 177 D.P.R. 545 (2009); Vélez v. 

A.R.PE., 167 D.P.R. 684, 693 (2006); Otero v. Toyota, 163 D.P.R. 

716, 727 (2005); Henríquez v. Consejo Educación Superior, 120 

D.P.R. 194, 210 (1987). En vista de ello, se ha establecido que 

nuestra intervención se ciñe a determinar si el proceder de la 

agencia fue uno arbitrario, ilegal, o tan irrazonable que su 

actuación constituyó un abuso de discreción. Véase, Mun. de San 

Juan v. J.C.A., 149 D.P.R. 263, 280 (1999).   

Los parámetros por los cuales nos debemos regir al momento 

de revisar una decisión administrativa se encuentran establecidos 

en la LPAU y en la jurisprudencia interpretativa. A esos efectos, 

nuestro derecho administrativo dispone que los foros apelativos no 

debemos intervenir con las determinaciones de hechos que las 

agencias formulan, si las mismas están sostenidas por evidencia 

sustancial que obre en el expediente administrativo. Bajo dicho 

escenario, los foros apelativos debemos sostenerlas. Sec. 4.5 de la 

LPAU, supra, 3 L.P.R.A. sec. 2175. Véase también, Asoc. Vec. H. 

San Jorge v. U. Med. Corp., 150 D.P.R. 70, 75 (2000); Domínguez v. 

Caguas Expressway Motors, 148 D.P.R. 387, 397 (1999); T-JAC, 

Inc. v. Caguas Centrum Limited, 148 D.P.R. 70, 80-81 (1999)).    

A contrario sensu, las conclusiones de derecho son 

revisables en toda su extensión. Sec. 4.5 de la LPAU, supra. Sin 

embargo, a pesar de lo categórico del lenguaje utilizado en la ley, la 

jurisprudencia ha extendido la norma de deferencia a las 

interpretaciones que las agencias administrativas realizan de sus 

leyes, estatutos y reglamentos. Por lo tanto, los tribunales 

apelativos no podemos descartar, injustificadamente, las 
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conclusiones de derecho arribadas por dichos entes y cambiar su 

criterio por el nuestro. Otero v. Toyota, supra, a la pág. 729; Reyes 

Salcedo v. Policía de P.R., 143 D.P.R. 85, 94 (1997); Murphy 

Bernabé v. Tribunal Superior, 103 D.P.R. 692, 699 (1975).  

A tono con lo anterior, nuestro Tribunal Supremo ha 

resuelto que la interpretación que realiza la agencia de la ley que le 

corresponde administrar y velar por su cumplimiento, tiene que 

ser una razonable. Consecuentemente, de satisfacerse dicha 

exigencia, la decisión de esta debe ser sostenida, aunque existan 

otras interpretaciones razonables. P.R.T.C. v. J. Reg. Tel. de P.R., 

151 D.P.R. 269, 283 (2000); Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 D.P.R. 64, 

133 (1998).  

Ahora bien, hemos de aclarar que esta deferencia no implica 

que los foros apelativos claudiquemos nuestro deber de revisar las 

decisiones tomadas por las agencias administrativas. Recordemos 

que estamos autorizados a intervenir con las conclusiones de 

derecho e interpretaciones cuando las agencias actúan arbitraria, 

ilegal o irrazonablemente; cuando sus interpretaciones no cuentan 

con una base racional; éstas no armonizan con el fin esencial de la 

ley y la política pública que la inspira; o han errado en la 

aplicación de la misma. Bajo estos escenarios el foro apelativo 

puede sustituir el criterio de la agencia por el suyo. Otero v. Toyota, 

supra, a la pág. 729; P.R.T.C. v. J. Reg. Tel. de P.R., supra, a la pág. 

283; Misión Ind. P.R. v. J.P., supra, a la pág. 134; Murphy Bernabé 

v. Tribunal Superior, supra, a la pág. 699; Reyes Salcedo v. Policía 

de P.R., supra, a la pág. 94. 

   No podemos culminar este análisis sin antes precisar que 

—dado el hecho de que las resoluciones de los organismos 

administrativos se presumen correctas— quien impugne las 

mismas tiene el peso de la prueba, por lo que deberá presentar 
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evidencia suficiente para derrotar la presunción que éstas poseen. 

Pacheco v. Estancias, 160 D.P.R. 409, 431 (2003).   

III. 

En primer lugar, debe quedar establecido que en este caso 

no está en duda la titularidad ni la posesión del estacionamiento 

del apartamento 104 del Condominio Park Plaza, sino que la 

controversia gira en torno a la variación del uso del 

estacionamiento asignado, en claro incumplimiento con las reglas 

establecidas en cuanto al uso del mismo. 

Estamos pues, ante una controversia sobre el uso de un 

estacionamiento de un condominio sometido al régimen de 

propiedad horizontal. Conviene destacar que, como norma general, 

el Art. 11 de la Ley de Condominios establece que el área de 

estacionamiento de un edificio sujeto al régimen de propiedad 

horizontal es un elemento común general. 31 L.P.R.A. sec. 

1291(i)(b)(3). A su vez, el Art. 14 de la Ley de Condominios dispone 

que “[c]uando el estacionamiento fuere elemento común, todo 

titular tendrá derecho a hacer uso de un espacio de 

estacionamiento con capacidad para acomodar un automóvil por 

cada apartamiento de que fuere propietario que estuviere 

ocupado”. 31 L.P.R.A. sec. 1291l-1. (Énfasis suplido). 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico, citando al Profesor 

Michel J. Godreau ha reconocido que: "el espacio dedicado a área 

de estacionamiento es un elemento común voluntario, pudiendo el 

titular original destinarlo a uno particular. De no destinarse un 

elemento común voluntario a un particular, se tratará el mismo 

como elemento común general, no susceptible de indivisión al igual 

que los restantes elementos comunes, aunque sí susceptible de 

transformarse en privativo mediante el consentimiento unánime de 

los titulares". Brown III v. J.D. Cond. Playa Grande, 154 D.P.R. 

225, 234 (2001), citando con aprobación El Condominio: el 
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Régimen de la Propiedad Horizontal en Puerto Rico, Puerto Rico, 

Ed. Dictum, 1992, 84-85. 

Resaltamos que el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que son susceptibles de adquirirse mediante usucapión 

los elementos privativos, mas no los elementos comunes generales 

ni los voluntarios, porque por su naturaleza ello requeriría una 

variación del uso o destino, lo que a su vez requiere el 

consentimiento unánime de los titulares. Bravman-González v. 

Consejo de Titulares, 183 D.P.R. 827, 856-858 (2011); reiterado en 

Rivera et al v. Villafañe, 186 D.P.R. 311, 351 (2012).  

A la luz de lo anterior, no les asiste la razón a los recurrentes 

en cuanto a que por el mero pasar del tiempo, el alegado uso 

continuo y la tolerancia de la Junta de Directores, ellos hayan 

“adquirido” el derecho a variar el uso del estacionamiento 

establecido en la escritura matriz y el reglamento de sencillo a 

doble, lo cual únicamente se puede realizar con el consentimiento 

unánime de los titulares. Bravman-González v. Consejo de 

Titulares, supra, a la pág. 858, n. 12. Ello, porque así lo establece 

el Art. 2 de la Ley de Condominios, que dispone lo siguiente: “[l]a 

escritura que establezca el régimen de propiedad horizontal 

expresará clara y precisamente el destino y uso de toda área 

comprendida en el inmueble, y, excepto que este capítulo autorice 

lo contrario, una vez fijado dicho destino y uso sólo podrá ser 

variado mediante el consentimiento unánime de los titulares”. 31 

L.P.R.A. sec. 1291. 

Aunque los recurrentes no han alegado haber adquirido el 

estacionamiento mediante la figura de la prescripción adquisitiva, 

han alegado que por la posesión continua e ininterrumpida de su 

padre, y ahora de ellos, por más de treinta años, tienen derecho a 

destinar un estacionamiento para una cabida mayor que la 

establecida en los documentos constitutivos del régimen de 
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propiedad horizontal. Se desprende de la jurisprudencia citada que 

no les asiste la razón.   

Por otro lado, los recurrentes plantean que la “realidad 

manifiesta” debe prevalecer sobre la realidad registral, por lo que 

“independientemente” de lo que establezcan las escrituras, los 

planos y los reglamentos, ellos tienen derecho a estacionar dos (2) 

vehículos en el estacionamiento. Tampoco les asiste la razón. 

Como es sabido, “la Ley de Condominios establece un requisito de 

inscripción constitutiva para someter el inmueble al sistema de 

propiedad horizontal con características catastrales que, contrario 

a la norma general, convierten al Registro de la Propiedad en un 

garantizador de la cabida. Lo antes expuesto conlleva que la 

realidad extraregistral tiene que corresponder a la que surge del 

Registro de la Propiedad”, no viceversa. Bravman-González v. 

Consejo de Titulares, supra, pág. 846. Está claro que el 

estacionamiento asignado al apartamento 104 es uno sencillo, con 

cabida para un solo estacionamiento. 

Por último, los recurrentes argumentan que la Junta de 

Directores está impedida ahora de poner en vigor unas reglas que 

durante años le permitió incumplir al titular anterior del 

apartamento y padre de los recurrentes, bajo la doctrina de 

incuria. Sobre este particular, cabe reseñar que la doctrina de 

incuria “[e]s un principio profundamente enraizado en la doctrina 

del derecho común angloamericano que el paso del tiempo puede 

impedir que un reclamante reciba el remedio que solicita ante una 

corte. En ese sentido, la doctrina de incuria (laches) establece que 

la inacción de una parte por un largo periodo de tiempo y la 

legítima confianza de la otra parte, impide que se provean los 

remedios solicitados mediante reclamos tardíos”. Consejo de 

Titulares v. Ramos, 186 D.P.R. 311, 341 (2012). Sin embargo, esa 

doctrina no aplica por el mero pasar del tiempo, sino que cada 
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caso deberá ser examinado a la luz de sus hechos y circunstancias 

particulares. Id.  

Sobre este aspecto el DACo concluyó que no les asiste la 

razón a los recurrentes en su reclamo y que la actuación de la 

Junta de Directores al hacer cumplir sus reglas estuvo dentro de 

sus facultades al amparo del Art. 38D de la Ley de Condominio, 

pues esa disposición establece, entre otras, la facultad de la Junta 

de Directores para “[c]umplir y hacer cumplir las disposiciones de 

este Capítulo, del reglamento y los acuerdos del Consejo de 

Titulares”. 31 L.P.R.A. sec. 1293b-4. Hallamos, al igual que DACo, 

que la Junta fue diligente en su deber de hacer cumplir las normas 

del condominio, toda vez que fue en el verano de 2014 que los 

recurrentes adquirieron el pleno dominio del inmueble, conforme a 

la determinación de hecho #14 de la resolución recurrida. La 

laxitud que demostró la Junta de Directores respecto al 

cumplimiento de las reglas hacia el padre de los recurrentes es un 

asunto ajeno a los recurrentes, pues no cabe duda de que fue 

recientemente que se removió el vehículo del padre de los 

recurrentes del lugar que ocupaba y en verano de 2014 cuando 

estos advinieron titulares del apartamento. A partir de ese 

entonces, en cuanto a lo que a los recurrentes respecta, la Junta 

actuó con diligencia y prontitud.  

Luego de examinar el recurso ante nuestra consideración y 

los documentos que lo acompañan, resolvemos que no existe razón 

alguna para echar a un lado la presunción de legalidad que cobija 

a las decisiones administrativas. No encontramos actuación 

arbitraria o irrazonable de parte de DACo al denegarle a los 

recurrentes su reclamo para que se les permitiera estacionar dos 

vehículos en su estacionamiento, toda vez que no existe duda de 

que los planos, la escritura matriz y el reglamento del condominio 
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establecen que el estacionamiento está diseñado para un solo 

vehículo.  

No existe prueba en el expediente que derrote o menoscabe 

esa determinación de hecho de la agencia. Estamos de acuerdo con 

la determinación del DACo en cuanto a que el uso doble de ese 

estacionamiento en el pasado correspondió únicamente a la “mera 

tolerancia” de los titulares y de ninguna manera les confiere un 

“derecho adquirido” a los recurrentes para hacer un uso del 

estacionamiento que se aparte de los estatutos que gobiernan al 

régimen de propiedad horizontal. Por todo lo anterior, resolvemos 

que no se cometieron los errores señalados.  

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, 

CONFIRMAMOS la resolución emitida por DACo el 27 de junio de 

2015. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


